El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / LA TUTELA DEBE INTERPONERSE EN UN PLAZO RAZONABLE Y JUSTO / COSA JUZGADA / NO SE AFECTA POR CAMBIOS JURISPRUDENCIALES POSTERIORES AL PROFERIMIENTO DE LA DECISIÓN JUDICIAL ATACADA.
Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

El precedente de la Corte Constitucional ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. (…)
… es pertinente entonces manifestar que las decisiones en que encuentra aquí la actora lesionados sus derechos son aquellas dictadas por Colpensiones el 26 de agosto y el 28 de octubre de 2016, mediante las cuales se resolvió la vía administrativa adelantada por la citada señora.

Sin embargo, solo el 9 de mayo de 2019 solicitó protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de dos años desde cuando se produjo el acto administrativo que resolvió sobre el recurso de apelación formulado por la demandante, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se advierte la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. (…)
… la accionante considera que en este caso si bien se encuentra en firme decisión judicial que negó su derecho a la pensión de sobreviviente, la Corte Constitucional en sentencia de unificación 005 de 2018, es decir con posterioridad a aquel hecho, determinó nuevos parámetros para reconocer esa prestación por vía del principio de la condición más beneficiosa, los cuales, según dice, cumple a cabalidad.

Para la Sala no tiene acogida esa argumentación como quiera que los efectos de los cambios jurisprudenciales realizados por los órganos de cierre, no se pueden extender a casos que hayan sido resueltos con anterioridad, tal como lo pretende la demandante. Así lo ha entendido la Corte Constitucional… sentencia T-819 de 2009…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, julio nueve (9) de dos mil diecinueve (2019)

        Acta No. 290 del 9 julio de 2019
        Expediente No. 66001-31-03-003-2019-00100-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el pasado 23 de mayo, en la acción de tutela que instauró la señora Blanca Ligia Cardona Ortiz contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente Nacional de Reconocimiento, la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones y la Directora de Procesos Judiciales de la entidad accionada.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el apoderado de la demandante, admiten el siguiente resumen:

1.1 La accionante, quien cuenta con 79 años de edad, contrajo nupcias con el señor Otoniel Osorio el 7 de diciembre de 1989.
1.2 El citado señor se encontraba afiliado al régimen de prima media administrado por el ISS; esta vinculación inició el 11 de enero de 1967 y se mantuvo hasta el 31 de mayo de 2016.
1.3 El afiliado falleció el 9 de mayo de 2016, fecha para la cual convivía con la actora; para ese momento el causante contaba con más de 1.000 semanas cotizadas y de 500 para cuando entró en vigencia la Ley 797 de 2003.
1.4 La demandante hace parte de la población que requiere especial protección, debido a su edad y porque carece de recursos para garantizar sus necesidades básicas, pues dependía económicamente de su cónyuge, tanto así que tiene puntaje de 46,36 de Sisbén.
1.5 El causante no tiene beneficiarios diferentes a la accionante, pues sus hijos comunes no están en condición de discapacidad ni dependían de aquel.
1.6 El 27 de junio de 2016 la actora solicitó a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.
1.7 Esa entidad mediante Resolución GNR 251989 del 26 de agosto siguiente decidió negar esa petición con sustento en que el afiliado no había acreditado cotizaciones en el año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 y por ello no es posible aplicar al caso la condición más beneficiosa. Además se incumplen los presupuestos exigidos en esa norma y en la Ley 100 de 1993 para acceder a la prestación reclamada.
1.8 El recurso de apelación interpuesto contra ese acto administrativo fue resuelto mediante Resolución VPB 40754 del 28 de octubre de 2016, en la que se decidió confirmarlo porque dentro de los últimos tres años al fallecimiento, el causante no alcanzó a cotizar las 50 semanas requeridas.

1.9 El 27 de febrero de 2017 se promovió demanda ordinaria laboral contra Colpensiones, para obtener el reconocimiento de aquella prestación, así como los intereses moratorios y las costas procesales.

1.10 Por sentencia del 16 de febrero de 2018 el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, resolvió “absolver” a la entidad accionada “de todas y cada una de las pretensiones contenidas en la demanda”.
1.11 Frente a ese fallo se promovió recurso de apelación, mas la Sala Laboral de este Tribunal decidió confirmarlo.
1.12 El 12 de diciembre de 2018 la Corte Suprema de Justicia decidió “negar por improcedente la acción de tutela interpuesta por la señora Blanca Ligia Cardona Ortiz contra la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira y el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de la misma ciudad”. 
1.13 El amparo es procedente ya que la actora cumple con los presupuestos establecidos en la sentencia SU 005 de 2018, en tanto que: fue diligente al agotar los trámites administrativos y judiciales; hace parte de la población vulnerable, debido a su edad y a su situación económica; convivió con el causante hasta su fallecimiento; dependía de él y el afiliado cotizó al sistema general de pensiones hasta su deceso.

1.14 Si bien el causante efectivamente no cumple con la densidad de semanas exigidas por la Ley 797 de 2003, sí reúne aquellos establecidos en la Ley 100 de 1993, en su versión original, aplicable al caso por condición más beneficiosa de conformidad con la jurisprudencia de las Cortes Constitucional y Suprema de Justicia vigente para esa fecha, ya que se encontraba activo en el sistema para la fecha de su deceso y sobrepasa con creces las 26 semanas cotizadas en cualquier tiempo.  
1.15 Aunque la demandante ya había ejercido otra acción de tutela frente a las providencias judiciales que le negaron la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, lo hizo para obtener la protección de su derecho al debido proceso en conexidad con otros derechos, “lo cual hace viable que se dé trámite a la presente acción, pues si bien se trata de lograr la protección de los derechos al mínimo vital y la seguridad social de la señora Cardona Ortiz, la presente encuentra fundamente y razón de ser en el nuevo criterio jurisprudencial (de aplicación obligatoria) fijado por la Honorable Corte Constitucional en Sentencia de Unificado SU 005 de 2018 y no puede ser considerada como repetición de la misma acción en estricto sentido”.    
2. Considera lesionados los derechos a la seguridad social, mínimo vital y vida digna. Para su protección solicita se ordene a la entidad accionada pagar la pensión de sobreviviente, de conformidad con la Ley 100 de 1993 original y la Sentencia de Unificación 005 de 2018, y cancelar los intereses moratorios.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 10 de mayo pasado se admitió la acción y se ordenó vincular al Gerente Nacional de Reconocimiento, a la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones y a la Directora de Procesos Judiciales de Colpensiones.
2. Se pronunció la Directora de Acciones Constitucionales de esa entidad para solicitar se declarara improcedente el amparo, con sustento en que: a) la acción de tutela solo procede cuando no existan otros medios de defensa judicial. En este caso la actora acudió a la vía judicial ordinaria y allí se negó, en ambas instancias, su solicitud de reconocimiento pensional, motivo por el cual se configuró una cosa juzgada que impide nuevos pronunciamientos sobre la cuestión, a fin de garantizar la seguridad jurídica y b) aunque la jurisprudencia constitucional establece la posibilidad de amparar el derecho de manera transitoria, para ese efecto es necesario acreditar un perjuicio irremediable, lo que no ocurre en este evento.   
3. Mediante sentencia del 23 de mayo último, la Juez Tercera Civil del Circuito negó el amparo invocado.

Para decidir así, consideró esa funcionaria que si bien la actora es una persona de 79 años de edad, dejó de acreditar que estuviera en estado de indefensión; por el contrario, se encuentra demostrado que tiene cinco hijos mayores de edad que no dependen de ella ni de su difunto esposo. De otro lado, la demandante promovió demanda laboral desde el momento en que le fue negada la pensión de sobreviviente, pero sus pretensiones fueron despachadas desfavorablemente en ambas instancias y hasta procedió a formular acción de tutela frente a esas providencias, la cual fue negada por la Corte Suprema de Justicia. Dedujo que no existe un perjuicio irremediable, que dejó de impugnar esa última decisión y que si bien agotó la vía judicial, misma que definió la cuestión en su contra, esto no es óbice para que solicite nuevamente la concesión de la citada prestación “en el evento de que resulten nuevas pruebas que favorezcan su reconocimiento y que obliguen a un cambio de opinión por el fondo de pensiones”.
4. Inconforme con esa decisión, el apoderado de la demandante la impugnó. Adujo que en este caso sí se configura un perjuicio irremediable pues el amparo se invoca respecto de una persona perteneciente a la tercera edad, que vive en precarias condiciones y cuyo único ingreso era el que le suministraba su difunto esposo, quien alcanzó a cumplir la densidad de semanas exigidas por la original Ley 100 de 1993 para causar el derecho a la pensión de sobrevivencia; la funcionaria de primera instancia se abstuvo de analizar los parámetros de la providencia SU 005 de 2018 de la Corte Constitucional, relativos a la condición más beneficiosa, y los cuales cumple la mencionada señora, tal como se expresó en la demanda. Por otra parte, el argumento según el cual la actora debe acudir a la solidaridad de sus hijos, no es válido pues ese principio se aplica en seguridad social precisamente para reconocer prestaciones bajo la condición más beneficiosa, mientras que “la solidaridad en materia familiar se queda en simples anhelos”, pues aunque es cierto que los hijos tiene deberes alimenticios con su padres “no implica ello que al momento de decidir sobre la forma de brindarle protección a una persona de 79 años en estado de vulnerabilidad, se deba preferir la normativa civil en cuanto alimentos, sino que la decisión debe ser tomada respecto a la calidad de la persona, el aseguramiento y cotizaciones hechos por el causante y a la vez debe ser coherente con los principios generales del sistema de seguridad social”.   
Solicita se revoque el fallo de primera sede y se acceda a las pretensiones de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde resolver a esta Sala si la acción de amparo procede para ordenar a la entidad accionada reconocer la pensión de sobrevivientes a la demandante. 

3. Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.
El precedente de la Corte Constitucional ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho
:

“115. Empero, la inexistencia de un término de caducidad de la acción de tutela no implica per se que dicha acción pueda presentarse en cualquier tiempo, por cuanto una de las principales características de este mecanismo de protección es la inmediatez, por consiguiente, la doctrina constitucional ha señalado que el recurso de amparo aludido debe formularse dentro de un plazo razonable que permita la protección inmediata del derecho fundamental presuntamente transgredido y/o amenazado
.

 

116. Esta limitación de carácter temporal reprocha la negligencia, el descuido o la incuria en la utilización de este mecanismo, debido a que constituye un deber del tutelante evitar que transcurra un lapso excesivo, irrazonable o injustificado entre el momento de ocurrencia de la actuación u omisión que causa la amenaza o vulneración de las garantías constitucionales y la presentación de la acción de tutela
.”

4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, demuestran los siguientes hechos:

4.1 Por Resolución GNR 251989 del 26 de agosto de 2016, el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones decidió negar el reconocimiento de la pensión de sobreviviente solicitada por la actora, en razón a que el causante no acreditó las 50 semanas requeridas en los últimos tres años anteriores a su fallecimiento. Así mismo, para acceder a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa debía demostrar cotizaciones dentro del año anterior a la vigencia de la Ley 797 de 2003, presupuesto que tampoco colma
.
4.2 Contra esa decisión el apoderado de la demandante formuló recurso de apelación
.
4.3 Por Resolución VPB 40754 del 28 de octubre de 2016, la Vicepresidente de Beneficio y Prestaciones de esa entidad resolvió confirmarla
.
4.4 El citado apoderado formuló demanda ordinaria laboral para obtener el reconocimiento de la pensión de sobreviviente
. 

4.5 Mediante sentencia del 16 de febrero de 2018 el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, resolvió “absolver a… Colpensiones de todas y cada una de las pretensiones contenidas en la demanda”
.

4.6 Ese fallo fue confirmado por la Sala Laboral de este Tribunal el 25 de julio de 2018
.

4.7 El 13 de noviembre siguiente la actora formuló acción de tutela contra esas autoridades judiciales y solicitó se les ordenara dejar sin efecto las decisiones que profirieron y decidieran nuevamente la cuestión de conformidad con los criterios jurisprudenciales vigentes, respecto de la aplicación en estos casos de la condición más beneficiosa
.

4.8 La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia decidió negar el amparo constitucional invocado
.

5. Surge de las anteriores pruebas, como primera conclusión, que en este caso no concurre el fenómeno de la temeridad pues aunque la primera acción de tutela y la presente comparten similitud en los hechos, específicamente respecto de la aplicación del principio de condición más beneficiosa para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, difieren en cuenta las pretensiones y partes, ya que en aquella la solicitud se dirige frente a las autoridades judiciales que definieron el proceso ordinario, para que dejaran sin efecto las decisiones allí adoptadas y resolvieran nuevamente la cuestión, mientras que en la que es objeto de esta providencia se instauró únicamente contra Colpensiones con el propósito de que concediera la citada prestación.
6. Teniendo claro lo anterior, es pertinente entonces manifestar que las decisiones en que encuentra aquí la actora lesionados sus derechos son aquellas dictadas por Colpensiones el 26 de agosto y el 28 de octubre de 2016, mediante las cuales se resolvió la vía administrativa adelantada por la citada señora.
Sin embargo, solo el 9 de mayo de 2019 solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de dos años desde cuando se produjo el acto administrativo que resolvió sobre el recurso de apelación formulado por la demandante, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se advierte la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.

Así las cosas, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si la demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con las decisiones adoptadas en las mencionadas resoluciones, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, como a ello no procedió, se permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno.
 
7. Aunque lo anterior constituye razón suficiente para despachar desfavorablemente las súplicas de la demanda, otro motivo justifica adoptar esa decisión. 
Como ya quedó establecido la accionante considera que en este caso si bien se encuentra en firme decisión judicial que negó su derecho a la pensión de sobreviviente, la Corte Constitucional en sentencia de unificación 005 de 2018, es decir con posterioridad a aquel hecho, determinó nuevos parámetros para reconocer esa prestación por vía del principio de la condición más beneficiosa, los cuales, según dice, cumple a cabalidad.
Para la Sala no tiene acogida esa argumentación como quiera que los efectos de los cambios jurisprudenciales realizados por los órganos de cierre, no se pueden extender a casos que hayan sido resueltos con anterioridad, tal como lo pretende la demandante. Así lo ha entendido la Corte Constitucional que en sentencia T-819 de 2009 expresó:
“19.- Finalmente, el demandante arguye una violación al derecho a la igualdad
 porque después de que su caso fue fallado en el 2001 la misma Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia cambió expresamente en el 2007 la fórmula para indexar la primera mesada pensional, acogiendo la que usa esta Corte desde la sentencia T-098 de 2005 que es la que desea que se aplique en su caso particular
. 


En relación con lo anterior, es preciso que esta Sala reitere lo dicho en la sentencia T-855 de 2008, en la que indicó que: 

“(…) no son de recibo las consideraciones del apoderado del accionante dirigidas a intentar la aplicación de criterios que han sido trazados actualmente por la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de las sentencias No. 31222 de 13 de diciembre de 2007 y No. 29171 de 22 de enero de 2008, las cuales fueron proferidas 5 meses después de que se resolviera de manera definitiva su controversia por medio de sentencia de casación, dentro del proceso laboral correspondiente, el cual a juicio de la Sala contó con todas las garantías constitucionales necesarias. Lo anterior, debido a que, a partir de una lectura detenida del expediente se pudo evidenciar, tal como se ha expresado, que la liquidación de la indexación de la primera mesada pensional del accionante fue realizada de acuerdo con los criterios jurisprudenciales que para el momento del fallo eran los acogidos mayoritariamente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, con lo cual un cambio jurisprudencia posterior no puede influir en un asunto que fue resuelto de manera legal y argumentada con el lleno de las garantías constitucionales por el órgano competente en un momento determinado.  

En tal sentido, recuerda la Sala que la acción de tutela no puede servir de instrumento para revivir controversias que fueron resueltas con anterioridad, cuya decisión ha hecho transito (sic) a cosa juzgada; y mucho menos para controvertir interpretaciones objetivas y razonables de los órganos de cierre sobre esa materia.  En efecto, esta Corporación ha reiterado en varias oportunidades que la preservación de los principios de autonomía e independencia judicial, y de respeto a las jurisdicciones naturales, impone reconocer que, frente a una interpretación razonable de una disposición jurídica, el juez de tutela debe abstenerse de adoptar medidas anulatorias
. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-588 de 2005 señaló:

[N]o es posible cuestionar, por vía de tutela, una sentencia, únicamente porque el actor o el juez constitucional consideran que la valoración probatoria o la interpretación de las disposiciones legales por el juez ordinario fueron discutibles. Es necesario que las interpretaciones y valoraciones probatorias del juez ordinario sean equivocadas en forma evidente y burda para que pueda proceder el amparo constitucional. Cualquier tesis distinta implicaría no sólo desconocer la autonomía funcional que tienen los jueces para interpretar el derecho y valorar las pruebas (CP art. 230) sino que además desconocería la separación funcional entre la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria.  

Así, desde el punto de vista interpretativo, es obviamente ‘contrario al principio de autonomía judicial, - uno de los pilares y presupuestos del Estado de Derecho - que el juez de tutela tenga la facultad de dejar sin efecto las decisiones válidamente producidas por otros jueces, con el argumento de una disparidad de criterios en la lectura de una norma’
”. (Subrayas fuera del texto original)
8. En esas condiciones, la sentencia que se revisa será confirmada, aunque se modificará para declarar improcedente el amparo, por incumplir el requisito de procedibilidad a que se hizo alusión.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el pasado 23 de mayo, en la acción de tutela promovida por la señora Blanca Ligia Cardona Ortiz contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente Nacional de Reconocimiento, la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones y la Directora de Procesos Judiciales de esa entidad, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-079 de 2018 Magistrado Ponente: Carlos Bernal Pulido


� Corte Constitucional, Sentencia T-291 de 2017.


� Corte Constitucional, Sentencia T-172 de 2013.


� Folios 13 a 15


� Folios 16 y 17


� Folios 18 a 20


� Folios 22 a 28


� Folios 29 y 30


� Folios 67 y 68


� Folios 31 a 39


� Folio 40


� Folio 54, cuaderno No. 1


� Folio 4, cuaderno 1. 


� Folio 58-72, cuaderno 2. 


� Ver sentencia T-440 de 2006


� Ver Sentencias T-1009 de 2000, SU-429 de 1998, T-100 de 1998 y T-350 de 1998.
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